ACCIÓN DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA 

                                                       RADICACIÓN: 66001 22 04 000 2018 00196 03

 ACCIONANTE: ALEXANDER PÉREZ HERRERA VS. J2PCP

ASUNTO: NO TUTELA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Proceso:
Acción de tutela primera instancia 

Radicación:
66001 22 04 000 2018 00196 03

Accionante:
Alexander Pérez Herrera
Accionado:
Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira
Asunto:

No tutela

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA / DERECHO DE PETICIÓN – FRENTE A AUTORIDADES JUDICIALES / PRINCIPIO DE GRATUIDAD PARA OBTENER COPIA DE ACTUACIÓN JUDICIAL – APLICA SI TIENE FINES JUDICIALES Y NO ADMINISTRATIVOS.
Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. (…)
… hará referencia a lo indicado por la Corte Constitucional en la reciente Sentencia T-394 de 2018, en la que indicó que el alcance del derecho de petición encuentra limitaciones respecto de las peticiones presentadas frente a autoridades judiciales, toda vez que han de diferenciarse los tipos de solicitudes, las cuales pueden ser de dos clases: (i) las referidas a actuaciones estrictamente judiciales, que se encuentran reguladas en el procedimiento respectivo de cada juicio, debiéndose sujetar entonces la decisión a los términos y etapas procesales previstos para tal efecto; y (ii) aquellas peticiones que por ser ajenas al contenido mismo de la litis e impulsos procesales, deben ser atendidas por la autoridad judicial bajo las normas generales del derecho de petición que rigen la administración y en especial, de la Ley 1755 de 2015. (…)

“… En el desarrollo del derecho de acceso a la justicia, esta Corporación ha reconocido un deber estatal de realizar o garantizar tal prerrogativa, lo cual implica (i) facilitar las condiciones para el disfrute del derecho y, (ii) hacer efectivo el goce del mismo. Específicamente, se ha establecido el deber, en cabeza del Estado, de tomar medidas destinadas a “remover los obstáculos económicos para acceder a la justicia, crear la infraestructura necesaria para administrarla y asegurar la asequibilidad de los servicios del sistema de justicia a aquellos grupos de población en condiciones de vulnerabilidad” (…)
Para esta Sala la petición del accionante elevada tanto ante los  juzgados accionado y  vinculado al presente trámite, de expedición íntegra de su proceso penal en la que resultó condenado por los delitos de homicidio y porte ilegal de armas, es de índole administrativo, si se tiene en cuenta que la pretensión del señor Pérez Herrera es saber “la verdad judicial” y los detalles por los cuáles lleva más de un año en reclusión, pues del escrito introductorio de la demanda de tutela se infiere que ese es el motivo que lo llevó a reiterar la reproducción total del expediente, pues no indicó un objetivo diferente para las fotocopias que reclama por esta vía.  En tal sentido, no puede concluirse que la solicitud del actor tiene un vínculo directo con su participación en el proceso penal adelantado en su contra, e incluso, con las estrategias de defensa y el acceso a los beneficios que pueda solicitar en ejercicio de su derecho a la defensa material. Por lo tanto, el objeto de la petición recae sobre aspectos que no involucran el desarrollo de la actuación penal y no debe considerarse como parte del proceso. (…)

… la solicitud del actor de reproducción gratuita de la totalidad del expediente no está orientada para un fin específico o preciso, ni existe una relación necesaria entre la documentación que solicita y el ejercicio a su derecho fundamental de defensa, pues se reitera, ninguna justificación hizo para fundamentar su petición, máxime que el accionante ya cuenta con la copia de las sentencias de primera y segunda instancia, de forma tal, que no se concluye la obligación de los juzgados accionados a copiar la totalidad del expediente.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, dieciocho (18) de octubre de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.0933
Hora: 1:20 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por el señor Alexander Pérez Herrera en contra del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira de esta ciudad por considerar vulnerados sus derechos  fundamentales al debido proceso, acceso a la administración de justicia e igualdad. 
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. El señor Alexánder Pérez Herrera expuso que el 16 de agosto del 2018 presentó un derecho de petición ante el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de La Dorada, Caldas, el que fue respondido mediante oficio del 22 de agosto siguiente, en el que le informaron que dentro del expediente solo reposaban las copias de las sentencias de primera y segunda instancia y por lo tanto, era procedente la reproducción de  tales folios.  Así mismo, ese despacho le indicó que su solicitud sería trasladada al Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira a fin de que fueran diligenciados los documentos faltantes. 
Señaló el actor que  el 4 de septiembre del 2018 mediante el oficio No. 1823, el Juzgado 2º Penal de Conocimiento de Pereira le envió al Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de La Dorada, Caldas, copia de las actas de las audiencias, en el que además le informan que para poder acceder al resto de las copias procesales, debía autorizar a alguien y cancelar el valor de las mismas, a sabiendas que el accionante no tiene cómo sufragar los gastos.  De tal manera, que consideró que por su situación de persona privada de la libertad no tiene la posibilidad económica para costear el valor de la fotocopias y manifestó no conocer a alguien en esta capital para que se acerque al despacho a reclamar las mismas.  Por lo tanto, consideró que si bien es cierto no le están negando las copias del proceso, también lo es que se encuentra en un limbo jurídico al no conocer la causa por la cual fue condenado a 22 años y 4 meses y 16 días de prisión.

Por lo anterior, el actor solicitó que le sean tutelados sus derechos fundamentales al debido proceso, acceso a la administración de justicia y a la igualdad y como consecuencia, se ordene al Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira que en el término improrrogable de 48 horas allegue fotocopia íntegra del proceso desde su inicio hasta el fallo condenatorio. 
2.2. Allegó como pruebas la documentación obrante en los folios 8  al 10.
2.3. Mediante auto del 2 de octubre de 2018 se avocó el conocimiento de la presente demanda de amparo y se ordenó correr traslado de la misma a la autoridad accionada (Fl. 13).

3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA
3.1. JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD LA DORADA, CALDAS
Informó que ese Despacho vigila la causa radicada 2010 00253 (7215), en la que obra como condenado el señor Alexander Pérez Herrera por el delito de homicidio, quien en primera instancia había sido absuelto mediante sentencia del 12 de octubre de 2012 por el Juzgado 2º Penal del Circuito de esta ciudad, decisión que fue revocada por esta Sala Penal el 5 de octubre de 2017 en la que se impuso una pena al señor Pérez Herrera a la pena de 268 meses 16 días de prisión.

Indicó que una vez se avoca el conocimiento el 20 de junio de 2018, el sentenciado elevó una solicitud con fecha del 16 de agosto de 2018 para que se le entregaran las copias íntegras de su proceso desde los albores de la investigación, las sentencias de primera y segunda instancia, así como las pruebas, por lo que mediante auto del 22 de agosto siguiente, se le indicó  que solo se contaba con las sentencias de primera y segunda instancia, razón por la que le suministrarían aquellas y se dispuso remitir copia de la petición al juez de conocimiento. 
El 4 de septiembre del año que avanza, se recibió el oficio 1823 procedente del Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira dirigido al sentenciado, el cual se acompañaba de las actas de las audiencias de conocimiento celebradas dentro del proceso, razón por la que en auto del 5 de septiembre se ordenó entregarle tales documentos.

Consideró que se han entregado de manera oportuna las copias de los documentos que obran dentro del expediente y se ha corrido traslado a los competentes para que se suministren los restantes. 
Aclaró que es política de ese juzgado entregar copias a los condenados privados de la libertad sin exigirles su pago, en atención a las providencias de tutela del Tribunal Superior de Manizales en atención a la condición económica de los reclusos.

Solicitó se le desvincule de la presente acción de tutela (Fl. 22). 
Anexó copias de los siguientes documentos: i) derecho de petición del actor del 16 de agosto de 2018, ii) auto del 22 de agosto de 2018, iii) acta de notificación al actor del auto anterior, iv) oficio No.1828 del 4 de septiembre de 218, v) acta de formulación de acusación del 29/11/2011, vi) acta de audiencia preparatoria del 08/03/2012, vii) acta sobre audiencia de juicio oral del 15/03/2012 viii) auto del 26/06/2012 por medio del cual esta Colegiatura se abstuvo de conocer del recurso de apelación respecto de la admisión de una prueba documental solicitada por la FGN, ix) acta continuación juicio oral del 31 de julio de 2012, x) acta sobre notificación de sentencia absolutoria del 12/12/2012, xi) acta de lectura de decisión de sentencia de segunda instancia proferida por esta Sala el 05/12/2017 y xii) auto del 05/09/2018 por medio del cual se ordena poner en conocimiento del accionante las copias de los documentos remitidos por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira, junto con el acta de notificación (Fls. 23-38).
3.2. JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO DE CONOCIMIENTO DE PEREIRA 
Informó que ese despacho adelantó el proceso penal radicado al No.664406000068201000253 en contra del señor Alexander Pérez Herrera y otro, el cual culminó con sentencia absolutoria a favor del accionante, la cual fue revocada por este Tribunal y en su lugar, impuso al mismo la pena de 268 meses 16 días de presión al haberlo hallado responsable en calidad de coautor del delito de homicidio.

Adujo que en respuesta a la solicitud del actor del 28 de agosto de 2018, a través del oficio No. 1823 del 4 de septiembre de 2018 se le informó acerca de todo el trámite que se surtió en el proceso adelantado en su contra, con la indicación específica de las fechas en que se llevaron a cabo las actuaciones y lo ocurrido en las mismas.

Aclaró que se le remitieron al accionante las copias de todas y cada una de las actas de celebración de las audiencias adelantadas en este proceso, pues al tratarse del Sistema Penal Acusatorio, en dichos registros es donde se consignan las actuaciones y con las mismas el condenado puede conocer, como es su intención, cuál es la condena que se le impuso. 

Consideró que no se han vulnerado garantías constitucionales al accionante (Fl. 39).
Aportó  copia del derecho de petición del actor y la respuesta al mismo (Fls. 40-42). 
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

4.2. PROBLEMA JURÍDICO 
Corresponde a esta Sala determinar si las autoridades judiciales demandada y vinculada vulneraron derecho fundamental alguno al accionante, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

4.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.4. La Corte Constitucional ha identificado seis causales específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

4.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

4.6. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

4.7. En la Sentencia T-143 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:
“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.”  (Subrayas nuestras)
4.7.1. Frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente: 

“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma..(…)”

A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza: “Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. (…)”

4.8.  Establece el artículo 29 constitucional que el debido proceso se debe aplicar a todas las actuaciones tanto judiciales como administrativas que se lleven contra una persona, con el fin de garantizar la salvaguarda de sus derechos y que no se presente un abuso de funciones por parte de las autoridades, por ello la Corte Constitucional en sentencia T-458 de 1994 lo definió así:  “el debido proceso es el conjunto de garantías que buscan asegurar al ciudadano que ha acudido al proceso, una recta y cumplida administración de justicia y la debida fundamentación de las relaciones judiciales, mediante el acatamiento del principio de juridicidad propio del Estado de derecho, y que excluye, por consiguiente, cualquier acción contra legem o praeter legem. En consecuencia, el debido proceso es un derecho fundamental, susceptible de ser protegido por medio de la acción de tutela, ya que las actuaciones de los servidores públicos que solo obedezcan a motivaciones internas, desconocen la primacía de los derechos inalienables de la persona, la protección constitucional de los derechos fundamentales y la prevalencia del derecho sustancial”

4.9.  DEL CASO EN CONCRETO

4.9.1.   Sea lo primero señalar que en  este caso, la acción de tutela cumple con el requisito de subsidiariedad, pues no existe otro mecanismo de defensa judicial, mediante el cual el accionante, quien por su condición de recluso es considerado una persona de especial protección constitucional, pueda lograr la protección de las garantías fundamentales que considera vulneradas por la entidad accionada, en particular, los derechos de petición y de acceso a la administración de justicia, los cuales no tienen previsto dentro del proceso penal un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela.  Por lo tanto, se pasará a analizar el caso en concreto.  

4.9.2. En el caso sub examine, observa la Sala que el señor Alexander Pérez Herrera acudió al juez constitucional en aras de obtener del Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta capital  la respuesta a su petición, en el entendido de que le sean autorizada y suministrada copia íntegra del expediente desde la etapa de indagación, los fallos de primera y segunda instancia hasta los elementos materiales probatorios que obren dentro del mismo y se infiere por sus dichos, que la expedición de tales documentos sea de manera gratuita. 

4.9.3.  Por lo tanto, esta Sala hará referencia a lo indicado por la Corte Constitucional en la reciente Sentencia T-394 de 2018, en la que indicó que el alcance del derecho de petición encuentra limitaciones respecto de las peticiones presentadas frente a autoridades judiciales, toda vez que han de diferenciarse los tipos de solicitudes, las cuales pueden ser de dos clases: (i) las referidas a actuaciones estrictamente judiciales, que se encuentran reguladas en el procedimiento respectivo de cada juicio, debiéndose sujetar entonces la decisión a los términos y etapas procesales previstos para tal efecto; y (ii) aquellas peticiones que por ser ajenas al contenido mismo de la litis e impulsos procesales, deben ser atendidas por la autoridad judicial bajo las normas generales del derecho de petición que rigen la administración y en especial, de la Ley 1755 de 2015.  En tal sentido, señaló lo siguiente:

“En este orden, la omisión del funcionario judicial en resolver las peticiones relacionadas a su actividad jurisdiccional según las formas propias del proceso respectivo, configura una violación del debido proceso y del derecho al acceso a la administración de justicia[41]. Por otro lado, la omisión de la autoridad jurisdiccional en resolver las peticiones formuladas en relación con los asuntos administrativos constituye una vulneración al derecho de petición[42].

5.3. Ahora bien, esta Corporación ha señalado que este derecho debe ser usado adecuadamente, de manera que la conducta de su titular no resulte contraria a la buena fe y a los fines sociales y económicos del derecho. En este sentido se pronunció la Corte en la sentencia T-267 de 2017

 HYPERLINK "https://corte-constitucional.vlex.com.co/vid/741049877" \l "_ftn43" \o "" [43]:

“Específicamente, en materia de acceso a la administración de justicia, y de formulación de peticiones ante las autoridades judiciales en el marco de un proceso judicial, no procede la tramitación de solicitudes relativas a asuntos previamente estudiados por la autoridad competente, los cuales hayan sido respondidos en forma oportuna y debida, siempre y cuando (i) se basen en la misma realidad probatoria y, (ii) reiteren identidad de razonamiento jurídico. Así, cuando una autoridad se enfrente a una petición reiterativa ya resuelta, ésta puede remitirse a las respuestas anteriores sin necesidad de emitir un nuevo pronunciamiento que estudie el fondo de la cuestión debatida. Esto, se sustenta en los principios de eficacia y economía en la labor judicial”.
Así mismo, la Corte Constitucional en esa misma Sentencia la T-394 de 2018, se refirió al principio de gratuidad como garantía del acceso a la administración de justicia en condiciones de igualdad, así:
“6.1. La jurisprudencia constitucional ha definido el derecho al acceso a la administración de justicia como “la posibilidad reconocida a todas las personas residentes en Colombia de poder acudir en condiciones de igualdad ante los jueces y tribunales de justicia, para propugnar por la integridad del orden jurídico y por la debida protección o el restablecimiento de sus derechos e intereses legítimos”[44], con sujeción estricta a los procedimientos establecidos y la plena observancia de las garantías sustanciales y procedimentales establecidas en la ley.

En el desarrollo del derecho de acceso a la justicia, esta Corporación ha reconocido un deber estatal de realizar o garantizar tal prerrogativa, lo cual implica (i) facilitar las condiciones para el disfrute del derecho y, (ii) hacer efectivo el goce del mismo. Específicamente, se ha establecido el deber, en cabeza del Estado, de tomar medidas destinadas a “remover los obstáculos económicos para acceder a la justicia, crear la infraestructura necesaria para administrarla y asegurar la asequibilidad de los servicios del sistema de justicia a aquellos grupos de población en condiciones de vulnerabilidad”[45].

6.2. En armonía con lo anterior, el artículo 6 de la Ley 720 de 1996[46] previó que “[l]a administración de justicia será gratuita y su funcionamiento estará a cargo del Estado, sin perjuicio de las agencias en derecho, costas, expensas y aranceles judiciales que se fijen de conformidad con la ley”. De ello se desprende que en su sentido más estricto, el principio de gratuidad en el acceso a la administración de justicia se refiere a la obligación estatal de garantizar el servicio público de administración de justicia sin costo para el usuario, de modo que la capacidad económica no sea un factor determinante para acudir ante los jueces y tribunales encargados de resolver sus pretensiones según lo establecido por la ley.

Ahora bien, esta Corporación ha desarrollado el contenido del principio de gratuidad, sosteniendo que es preciso para garantizar la realización plena del derecho a la igualdad en el acceso a la administración de justicia. En este sentido, dicha garantía tiene relevancia constitucional por cuanto busca propiciar la equidad entre las partes que acuden a un proceso judicial, teniendo en cuenta que tales circunstancias de igualdad deben asegurarse no únicamente en relación con la oportunidad para acudir a la administración de justicia, sino también respecto de las condiciones mismas en que se accede[47]. En relación con lo anterior, la jurisprudencia constitucional ha establecido que “[l]a gratuidad es, en esencia, la condición para hacer realidad el acceso a la justicia en condiciones de igualdad, pues la situación económica de las partes no puede colocar a una de ellas en situación de privilegio frente a la otra ni propiciar, por consiguiente, la discriminación”[48].

6.3. El principio de gratuidad en el servicio de administración de justicia no significa que no se deban asumir ciertas cargas económicas en algunos procesos, con el objetivo de obtener la declaración de un derecho. Esto no constituye una excepción ni una limitación en la gratuidad de la prestación, que en ningún caso debe ser pagada, sino que reconoce la asunción ordinaria de ciertos costos a cargo de los usuarios, para la gestión óptima de sus derechos e intereses ante los tribunales. De esta manera, según el artículo 6 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia y lo precisado por esta Corte “el principio de gratuidad no exonera a quienes acuden a la administración de justicia del pago de ciertos emolumentos”[49] o cargas pecuniarias que se causen en el curso del proceso judicial, siempre que éstas sean acordes a los principios de racionalidad, proporcionalidad, equidad y justicia. La Corte ha puntualizado, sin embargo, que las cargas económicas que surjan en el marco de un proceso en ningún supuesto podrán desconocer el derecho de las partes a la igualdad material.[50]
Y más adelante, la Corte concluyó que la falta de capacidad económica del accionante para sufragar el costo de una erogación en un proceso judicial, le impide ejercer una oportunidad procesal precisa, que afecta el principio de igualdad sustantiva en el acceso a la administración de justicia.  Así:
(…) 6.6. En este orden de ideas, el principio de gratuidad es una garantía para el acceso a la administración de justicia en condiciones de igualdad material. Ello no implica que los sujetos procesales en un determinado trámite judicial estén exentos del pago de emolumentos y costos asociados al mismo. No obstante, estas cargas pecuniarias se deben adecuar a los principios de racionalidad, proporcionalidad, equidad y justicia, con el fin de asegurar el acceso en condiciones de igualdad a la administración de justicia. Por consiguiente, en los casos en los que la falta de capacidad económica para sufragar el costo de una erogación en un proceso judicial le impida a un usuario ejercer una oportunidad procesal precisa, se configuran situaciones que transgreden de forma clara los derechos al acceso a la administración de justicia y a la igualdad material del ciudadano. En estos eventos, le asistirá el derecho a obtener gratuitamente los documentos solicitados, siempre, debe clarificarse, que no sean aplicables otros mecanismos diseñados por el Legislador para corregir estos desequilibrios económicos en los procesos, por ejemplo, a través de figuras como el amparo de pobreza o la posibilidad que tiene la Defensoría del Pueblo de vincular investigadores, técnicos, auxiliares y organizaciones científicas de investigación criminal para que presten servicios de recaudo de material probatorio, en actuaciones penales en las cuales el usuario no cuente con recursos económicos[52].

En concordancia, además de los derechos reconocidos en los Tratados Internacionales de Derechos Humanos ratificados por Colombia, en la Constitución Política y en la ley, el artículo 130 del Código de Procedimiento Penal

 HYPERLINK "https://corte-constitucional.vlex.com.co/vid/741049877" \l "_ftn63" \o "" [63], establece que “el imputado o procesado, según el caso, dispondrá de las mismas atribuciones asignadas a la defensa que resultan compatibles con su condición”. Ello implica, en principio, que las facultades y atribuciones reconocidas al defensor en los artículos 124[64] y 125[65] del referido Código, son análogas al imputado o procesado, salvo aquellas cuestiones en las que se requiera la experticia y el conocimiento técnico del abogado para legitimar el ejercicio de la oportunidad procesal, como lo es por ejemplo, la interposición del recurso de casación[66].

De igual modo, el artículo 130 del aludido Código precisa que “[e]n todo caso, de mediar conflicto entre las peticiones o actuaciones de la defensa con las del imputado o procesado prevalecen las de aquella”, de ahí que sea relevante concebir la defensa material y técnica como complementarias, de modo que la primera se ejerza bajo la asesoría y el acompañamiento del profesional del derecho que garantiza la segunda dentro del proceso.

Ahora bien, el Código de Procedimiento Penal reconoce expresamente ciertas atribuciones y facultades inalienables al imputado o procesado. Así lo establece en su artículo 8, cuando al referirse a la defensa como principio rector dentro del proceso penal precisa:

“En desarrollo de la actuación, una vez adquirida la condición de imputado, este tendrá derecho, en plena igualdad respecto del órgano de persecución penal, en lo que aplica a: (…) j) solicitar, conocer y controvertir las pruebas; k) tener un juicio público, oral, contradictorio, concentrado, imparcial, con inmediación de las pruebas y sin dilaciones injustificadas, en el cual pueda, si así lo desea, por sí mismo o por conducto de su defensor, interrogar en audiencia a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia, de ser necesario aun por medios coercitivos, de testigos o peritos que puedan arrojar luz sobre los hechos objeto del debate” (subrayado fuera del texto original).

De modo que, el Código faculta expresamente al imputado o procesado para: (i) solicitar, conocer y controvertir pruebas, (ii) interrogar en audiencia a los testigos a cargo, (iii) obtener la comparecencia de testigos y peritos que puedan arrojar luz sobre los hechos del debate y (iv) ejercer cualquier otra facultad asignada a la defensa que sea compatible con su condición. Tales atribuciones legales materializan el derecho a la defensa material dentro del proceso penal.

Conforme a lo anterior, el sindicado tiene derecho a ser parte activa del proceso que se adelanta en su contra, de coadyuvar con su defensor técnico en la formulación y ejecución de su estrategia de defensa, así como de contar con los medios necesarios para ejercer su efectivo derecho de defensa material en una oportunidad procesal específica dentro del trámite, como lo es por ejemplo, realizar una solicitud probatoria dentro de la audiencia preparatoria[67], pedir ser escuchado en la audiencia de juicio oral para controvertir las acusaciones y el material probatorio presentado en su contra[68], o presentar por escrito argumentos que complementen la sustentación del recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia interpuesto por su apoderado[69]; de ahí que pueda requerir eventualmente la posibilidad de consultar y a obtener copias del expediente. Lo anterior, bajo la dirección, asesoría y acompañamiento del profesional del derecho que garantiza su defensa técnica dentro del proceso penal.

No obstante, la Sala advierte que existe una especial dificultad en el acceso a esta documentación para las personas privadas de la libertad, quienes deben de recurrir a métodos de reproducción físicos o virtuales de información, como las fotocopias, que les permitan conocer el contenido del expediente sin acudir presencialmente a los despachos judiciales.”  (Subrayas nuestras)
4.9.4.  De las pruebas que obran dentro de la foliatura, esta Sala advierte que luego de que el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de La Dorada, Caldas, proporcionara al accionante las copias de las sentencias de primera y segunda instancia dentro del proceso radicado al No.201-00253 (7215), según se desprende del auto del 22 de agosto de 2018 (Fl. 24), procedió igualmente, a entregarle fotocopia del oficio No.1823 del 4 de septiembre de 2018, emitido por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Pereira en el cual se le informó al señor Alexander Pérez Herrera los pormenores de la investigación que se adelantó en su contra por los delitos de homicidio y porte ilegal de armas en hechos ocurridos el 29 de agosto de 2010 en el municipio de Marsella, Risaralda; así como cada una de las audiencias que se llevaron a cabo, de las determinaciones tomadas en primera y segunda instancias, y el cual culminó con la captura del actor para que cumpliera la condena impuesta en segunda instancia por este Tribunal mediante sentencia del 5 de octubre de 2017 de 268 meses y 16 días de prisión al haberlo hallado responsable de la conducta de homicidio.  Así mismo, en dicho escrito, se le indicó  al accionante que: “Frente a su solicitud particular, para los fines pertinentes, me permito remitirle adjunto al presente, las actas donde se certifica la efectiva realización de las audiencias ya descritas y asimismo se le informa, que el  expediente queda a su disposición ante la secretaría de este estrado judicial, con el fin de que se seleccione y tome copias de las piezas procesales que estime pertinente, con el aporte de las expensas necesarias para tal fin.  Si su presente situación jurídica le impide dicho ejercicio, puede otorgar poder debidamente autenticado a la persona que represente sus intereses, donde dejará expresa constancia de su autorización para que tome las copias deprecadas” (Fls. 26-38 frente y vuelto).
4.9.5.  Para esta Sala la petición del accionante elevada tanto ante los  juzgados accionado y  vinculado al presente trámite, de expedición íntegra de su proceso penal en la que resultó condenado por los delitos de homicidio y porte ilegal de armas, es de índole administrativo, si se tiene en cuenta que la pretensión del señor Pérez Herrera es saber “la verdad judicial” y los detalles por los cuáles lleva más de un año en reclusión, pues del escrito introductorio de la demanda de tutela se infiere que ese es el motivo que lo llevó a reiterar la reproducción total del expediente, pues no indicó un objetivo diferente para las fotocopias que reclama por esta vía.  En tal sentido, no puede concluirse que la solicitud del actor tiene un vínculo directo con su participación en el proceso penal adelantado en su contra, e incluso, con las estrategias de defensa y el acceso a los beneficios que pueda solicitar en ejercicio de su derecho a la defensa material. Por lo tanto, el objeto de la petición recae sobre aspectos que no involucran el desarrollo de la actuación penal y no debe considerarse como parte del proceso.

4.9.6. De acuerdo a lo anterior, para este Tribunal los juzgados 2º Penal del Circuito de Pereira y 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de La Dorada, Caldas, resolvieron al actor en los términos de la Ley 1755 de 2015 el  derecho de petición en relación a la expedición de copias, lo cual fue de fondo y en tal sentido, tal prerrogativa no se encuentra transgredida.  Si bien es cierto, el accionante es una persona privada de la libertad y se deduce su falta de capacidad económica para sufragar el costo de la reproducción de todas las piezas procesales que exige, también lo es que no se le ha restringido en manera alguna sus derechos fundamentales al debido proceso o al acceso a la administración de justicia, toda vez que no quedó probado dentro de este trámite que el actor  requiere la documentación con el propósito de ejercer una reclamación concreta o solicitar un beneficio determinado dentro del proceso penal. 
4.9.7. De tal manera, que la solicitud del actor de reproducción gratuita de la totalidad del expediente no está orientada para un fin específico o preciso, ni existe una relación necesaria entre la documentación que solicita y el ejercicio a su derecho fundamental de defensa, pues se reitera, ninguna justificación hizo para fundamentar su petición,  máxime que el accionante ya cuenta con la copia de las sentencias de primera y segunda instancia, de forma tal, que no se concluye la obligación de los juzgados accionados a copiar la totalidad del expediente.

4.6.8.  En síntesis, esta Colegiatura no observa vulneración alguna a los derechos fundamentales del actor al acceso a la administración de justicia en condiciones de igualdad,  al debido proceso y de petición por parte de las autoridades judiciales demandadas. En consecuencia, se negará el amparo invocado.
DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

RESUELVE
PRIMERO: NO TUTELAR los derechos fundamentales de petición,  acceso  a la administración de justicia, petición e información reclamados por el señor Alexander Pérez Herrera. 
SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado 

WILSON FREDY LÓPEZ
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